
Bogotá, D. C., 29 de julio de 2025.

Honorable Presidente de la Cámara de Representantes.
JULIÁN DAVID LOPEZ TENORIO
Secretario General de la Cámara de Representantes.
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Ciudad.

Asunto: Radicación Proyecto de Ley. Respetada Mesa Directiva,
Por medio del presente, comedidamente presento Proyecto de Ley “Por medio del cual
[image: ]se dignifica el empleo público y la prestación del servicio para el contratista persona natural, a través del reconocimiento del derecho a un incremento anual y proporcional del valor del contrato de prestación del servicio conforme a la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el DANE reajustado anualmente, cuando se haya hecho uso de la prórroga automática del contrato, que le permita acceder a una remuneración mínima vital, móvil, y proporcional a la cantidad y calidad de trabajo para efectos de garantizar una vida digna.

En este sentido, se presenta a consideración el presente Proyecto de Ley, para que surta el trámite correspondiente de conformidad con lo normado en la Constitución y Ley.

De los Honorables Congresistas,
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1. Objetivo del Proyecto

[image: ]El proyecto de Ley tiene como objetivo principal dignificar el empleo público y la prestación del servicio para el contratista persona natural, a través del reconocimiento del derecho a un incremento anual y proporcional del valor del contrato de prestación del servicio conforme a la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el DANE reajustado anualmente, cuando se haya hecho uso de la prórroga automática del contrato. El ajuste en el valor del contrato tendrá en cuenta criterios de costo de vida, valores actuales y el contexto de una economía inflacionaria.

Se pretende a través del presente proyecto, materializar el respeto por la dignidad y la
	justicia en la relación contractual existente entre Estado y el contratista persona natural

	por medio de la consolidación de una política estatal que le permita al contratista acceder

	a una remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo,

	que le asegure una vida digna para él y su familia. Dicho incremento va tener el efecto

	de proporcionar un ahorro que va a garantizar, manutención, vivienda digna, educación,

	seguridad social, recreación, entre otros aspectos esenciales para materializar su

	proyecto de vida, para con ello avanzar hacia la protección laboral del contratista


disminuyendo la brecha de diferenciación en la remuneración con el contrato laboral.

El presente proyecto tiene como segundo objetivo, implementar la prohibición para la Entidad Contratante de modificar de las condiciones económicas del contrato de prestación de servicios que resulten desfavorables al contratista, así como reconocer la protección de la expectativa y la confianza legítima de que no va ser desmejorado sus honorarios una vez dicho contrato ha sido prorrogado por el término inicialmente pactado, se busca entonces que, una vez se haya materializado el respectivo ajuste económico del contrato, su valor se mantenga estático en el tiempo, sin que pueda en el futuro alterarse los reajustes ya reconocidos, pagados y causados.
Como tercer objetivo, el proyecto busca el crear la responsabilidad a cargo de la administración por permitir o propiciar que las labores de quien todavía no es contratista inicien a ejecutarse de manera anticipada y en consecuencia la obligación de reconocer y pagar los honorarios de meses trabajados por el tiempo que en que no ha tomado posesión del cargo, es decir, cuando no se ha hecho uso de la prórroga automática, pero se han prestado los servicios en enero, febrero y marzo, generando la expectativa de renovarse el contrato de prestación de servicios, práctica que constriñe al contratista de manera ilegal a desarrollar la actividad sin remuneración, sin embargo, ha sido cotidiano
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por parte de la contratación pública, obligar al contratista a ejecutar el objeto del contrato durante tres meses sin ningún tipo de retribución o compensación económica.

2. Trámite de la Iniciativa

En reiteradas oportunidades se han presentado iniciativas que buscan dignificar y proporcionar garantías laborales para los contratistas, a saber:

1. Proyecto de ley 090 de 2017
2. Proyecto de ley 154 de 2020
3. Proyecto de ley 113 de 2022
4. Proyecto de ley 166 de 2022
5. Proyecto de ley 178 de 2022
6. Proyecto de ley 173 de 2023
7. Proyecto de ley 449 de 2024
[image: ]Sin embargo, como se expuso en el punto número 1, con el presente proyecto se pretende dignificar la relación contractual entre el contrista y el Estado, pero particularmente a través del reconocimiento de un incremento proporcional del valor del contrato de prestación de servicios, en ese sentido, no se ha presentado, discutido ni votado un proyecto de ley con las mencionadas características y connotaciones.

3. Justificación
En relación con la protección del derecho al trabajo, el artículo 25 de la Constitución


política establece:

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a
“El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus

un trabajo en condiciones dignas y justas.”
La jurisprudencia constitucional y la Constitución Política reconocen sin condiciones la


protección del trabajo como actividad humana, es decir, independiente de la forma de

vinculación de la persona, toda vez que, el citado artículo no se refiere a trabajo subordinado, dependiente, autónomo, sino, simplemente habla de trabajo.

El trabajo como valor social dignifica al ser humano y es lo que ha permitido que las sociedades evolucionen, por tales razones, es protegido por el ordenamiento jurídico en todas sus modalidades, sin reparar en denominación que haya adoptado la relación jurídica que la encuadre desde el punto de vista formal, es decir, sin considerar relevante la forma o tipología contractual con la que la persona se encuentre vinculada con el Estado. 1“El calificativo de dignas que se da a las condiciones de trabajo, debe entenderse como derivado de la dignidad propia del ser humano. y si éste, en el plano jurídico, es igual a todos sus semejantes, no tiene sentido el que en abstracto las condiciones del trabajo, en particular su retribución, sean diferentes. Ello implicaría que la dignidad misma fuera mensurable, al punto de afirmar que unas personas tienen más dignidad que otras. Pretensión inaceptable a la luz de las leyes que nos rigen.”






1 El contrato de prestación de servicios en Colombia como forma de huir del derecho laboral. (2021) Erika Magnolia Bernal Moreno.
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Así	se	trate	de	contratistas,	así	sean	autónomos,	así	tengan	conocimientos especializados, así su vinculación sea con carácter temporal; esto no significa que las labores que realizan no sean trabajo y que, por tanto, no merezcan protección constitucional y legal, de manera que el trabajo desempeñado a través del contrato de prestación de servicios se encuentra protegido por el derecho laboral, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 25 y 53 de la Carta Magna. De acuerdo con la doctrina de la Honorable Corte Constitucional, la actividad humana ejecutada a través del contrato de prestación de servicios se encuentra protegida por los artículos 29 y 53 superiores, de modo que, el máximo intérprete de la Constitución Política ha realizado un ejercicio hermenéutico de dichas disposiciones para garantizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y para permitirle a los contratistas ejercer sus funciones conforme principios mínimos que rigen las relaciones laborales.

El artículo 53 de la Constitución Política establece:

[image: ]“El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a
	la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario;

	protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El

	estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las

	pensiones legales. Los convenios internacionales del trabajo debidamente

	ratificados, hacen parte de la legislación interna. La ley, los contratos, los

	acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la

	dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. (Negrita y subrayado


fuera del texto original)

De modo que, el Congreso de la República por mandato Constitucional, debe desarrollar los artículos 25 y 53 de la Constitución Política y en consecuencia reconocer a los contratistas el derecho a una remuneración vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo y en consecuencia a un incremento del valor del contrato de prestación de servicios, como quiera que los contratistas, a pesar de no estar vinculados por medio de un auténtico contrato de trabajo, merecen protección constitucional. Por tanto, resulta necesario modificar la normatividad vigente, a fin de que se proteja el trabajo en todas sus modalidades, como lo indica la Carta Política de 1991 y la abundante jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional.

Se requiere entonces una reglamentación que limite el uso inadecuado de los contratos de prestación de servicios por parte de entidades estatales, para que dichos contratos se den únicamente bajo los parámetros para los que fueron creados y no para disfrazar verdaderas relaciones laborales. Si se tiene en cuenta que, en buena medida, el abuso de este tipo de contratos, proviene de su inadecuada reglamentación y aplicación en la Ley 80 de 1993 y en la Ley 1150 de 2007.
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En ese sentido resulta fundamental la creación o ampliación de vías legales para proteger a estas personas, en cuanto a sus derechos laborales con una solución efectiva y concreta consistente en una reglamentación especial, con el objetivo de proteger el trabajo como actividad humana, independiente de la forma de vinculación con el Estado.
Si bien, el contrato de prestación de servicio como un mecanismo para la provisión de cargos públicos no puede eliminarse del Estatuto de la Contratación, se puede reglamentar y dotar de condiciones económicas que dignifiquen la prestación del servicio a través de esta tipología contractual, para que, en adelante, los contratistas puedan gozar de plenas garantías contractuales de las que históricamente han carecido.

[image: ]Es por tal motivo, que se necesita un proyecto de Ley tenga como eje transversal el reconocimiento de garantías constitucionales para los contratistas a quienes históricamente se les ha vulnerado el reconocimiento digno de su trabajo, de suerte que, el Estado a través del poder legislativo, pueda resarcir ese tratamiento lesivo de sus derechos laborales, superando esas brechas entre contrato laboral y de prestación de servicios. En consecuencia, debe reconocerse por vía de ley el derecho a una remuneración justa, de la cual han carecido, desde que fueron expedidas las Leyes 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007.

El presente proyecto de Ley se torna necesario teniendo en cuenta la inminente urgencia del Estado de frenar abusos laborales a través de las relaciones contractuales administrativas permanentes para disfrazar relaciones de carácter laboral y de enfrentar la precarización  de las condiciones laborales de aproximadamente 2,5 millones
	contratistas que actualmente arriendan sus servicios a el Estado para ejecutar funciones

	públicas, de manera que, los contratos de prestación de servicios son una forma de

	trabajo encubierto por medio de la cual el Estado evade sus responsabilidades como

	empleado y le permite huir del derecho del trabajo.
	



	La violación masiva, sistemática e histórica de garantías laborales de contratistas

	obedece a la globalización económica y las prácticas estatales propias de la presente

	coyuntura, que llevan a la flexibilización laboral, ya sea para optimizar resultados de la

	administración o para maximizar las ganancias de capital de la entidad pública, cuando


se trata de aquellas que tienen un ánimo de lucro o que compiten con auténticas empresas privadas constituidas bajo la figura legal de sociedades comerciales.

Las entidades públicas utilizan de manera inadecuada el contrato legal de prestación de servicios para evadir las responsabilidades que conlleva una verdadera relación laboral, abusando de la temporalidad en este tipo de contratos, toda vez que, dichos contratos se encuentran diseñados para tener una duración por el término estrictamente indispensable, sin embargo, no se cumple dicha característica, si se tiene en cuenta que existen casos en los que los contratistas han permanecido en la misma entidad y ejerciendo las mismas funciones durante cinco (5), diez (10) años o incluso más sin causarse o percibir aumento alguno sobre el valor del contrato de prestación de servicios.

La Honorable Corte Constitucional como máximo intérprete de la Constitución Política ha fijado en sentencia C-614/09 el sentido y el alcance del derecho al trabajo consagrado en el artículo 53 superior, estableciendo una triple naturaleza, como valor, principio constitucional y derecho fundamental, que debe ser garantizado íntegramente, lo que


[image: ]5

del contrato en condiciones dignas y obtener una contraprestación acorde con la cantidad y calidad de trabajo:
[image: ]2 “En diversas oportunidades la Corte Constitucional ha manifestado que el trabajo goza de amplia protección en la Constitución, pues define su naturaleza jurídica a partir de una triple dimensión: como valor fundante del Estado Social de Derecho, como principio rector del ordenamiento jurídico que informa la estructura Social del Estado y que, al mismo tiempo, limita la libertad de configuración normativa del legislador, y como un derecho y un deber social que goza, de una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga carácter de fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico y social. La protección constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de la actividad productiva tanto del empresario como la del trabajador o del servidor público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a acceder a un empleo o de exigirle al Estado el mínimo de condiciones materiales que se requieren para proveer su subsistencia en condiciones dignas, sino que, por el contrario, es más amplia e incluye, entre otras, la facultad subjetiva para trabajar en condiciones dignas, para ejercer una labor conforme a los principios mínimos que rigen las relaciones laborales y a obtener la contraprestación acorde con la cantidad y calidad de la labor desempeñada. (Subrayado fuera del texto original)

La jurisprudencia constitucional ha sido enfática en reiterar que el trabajo como actividad humana productiva en cualquiera de sus modalidades merece protección por parte del Estado.
Corte Constitucional señaló:
Respecto al derecho de percibir una remuneración proporcional y oportuna, la Honorable


3La Constitución exige en el artículo 53 la proporcionalidad de la remuneración, cuyo nivel no puede ser ajeno al tipo de labor ejecutada, ni al tiempo que a ella se dedica, ni tampoco al contenido y calidad provenientes del esfuerzo y la preparación del trabajador. De nada sirve la previsión teórica de una remuneración proporcional si ésta no es recibida oportunamente por el trabajador, no sólo considerando sus necesidades personales y familiares - normalmente atendidas con base exclusiva en el salario-, sino a partir del carácter conmutativo del vínculo jurídico creado. No puede olvidarse que, ya aportado por el trabajador el esfuerzo físico o mental que el trabajo implica, el de la retribución económica es un derecho adquirido por el sólo hecho de haberse cumplido la labor encomendada, lo que genera correlativamente la obligación del patrono, quien ya se ha beneficiado del servicio.

La honorable Corte Constitucional en el año 1998 inició un trabajo hermenéutico para definir el sentido y alcance del artículo 53 de la Constitución Política, particularmente del derecho a al trabajo en condiciones dignas y justas en todas sus modalidades, así como el derecho a acceder a una remuneración proporcional al servicio prestado:




2 Sentencia C-614/09, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chalbjub, Corte Constitucional.
3 Sentencia T-081-97, M.P Jose Gregorio Hernández Galindo, Corte Constitucional.
[image: ]comporta el reconocimiento de mínimas condiciones materiales para ejecutar el objeto
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justas es un derecho fundamental cuyo ejercicio debe ser protegido "en todas sus modalidades", lo cual significa que la garantía constitucional cubre a todas las profesiones y oficios y tanto a los empleados públicos y privados en sus distintos niveles como a los trabajadores independientes y, claro está, a quienes desempeñan actividades propias de las llamadas profesiones liberales. Los médicos no están excluidos del trato digno que merece todo trabajador y todo profesional en lo concerniente a sus emolumentos. Tienen derecho legítimo y constitucionalmente garantizado a recibir, según el caso, el salario o los honorarios proporcionales a los servicios que prestan. No se olvide que el artículo 53 de la Constitución desarrolla el concepto de la dignidad y justicia de las condiciones de trabajo, en el aspecto de la remuneración, destacando que ésta debe ser proporcional a la cantidad y calidad de la actividad desplegada por el trabajador”. (Subrayado fuera del texto original)

[image: ]Respecto del derecho a percibir una remuneración proporcional de acuerdo a la calidad y cantidad del trabajo y el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, la Corte Constitucional indicó:
5“El trabajo se preserva por la normativa constitucional "en condiciones dignas y justas", es decir, sobre el supuesto de que quien aporta su esfuerzo a cambio de la remuneración es un ser humano, que constituye finalidad y propósito de la organización política, del orden jurídico y de las autoridades, y jamás un medio ni un instrumento para alcanzar otros fines, sean ellos particulares o públicos. Es propio de la dignidad en que debe desenvolverse la relación laboral que el trabajo se remunere proporcionalmente a su cantidad y calidad. Todo trabajo debe ser remunerado, desde el primer minuto en que se presta, pues del salario depende la subsistencia del trabajador y el sostenimiento de su familia.” (Subrayado fuera del texto original)
La honorable Corte Constitucional ha sido enfática en reiterar que:


 6En materia salarial, si dos o más trabajadores ejecutan la misma labor, tienen la misma categoría, igual preparación, los mismos horarios e idénticas responsabilidades, deben ser remunerados en la misma forma y cuantía, sin que la predilección o animadversión del patrono hacia uno o varios de ellos pueda interferir el ejercicio del derecho al equilibrio en el salario, garantizado por la Carta Política en relación con la cantidad y calidad de trabajo”
La Honorable Corte Constitucional reconoce que cualquier trabajador merece tener un nivel de vida aceptable acorde con la dignidad humana, en consecuencia, reconoce la obligación de proporcionar una remuneración acorde con las condiciones reales del objeto del contrato de prestación de servicios.
La jurisprudencia constitucional ha reconocido una protección del trabajo o actividad que se desempeñe sin considerar relevante el tipo de vínculo jurídico o relación contractual, a efectos de permitirle a cualquier trabajador a una adecuada y oportuna



4 Sentencia T-161/98, Jose Gregorio Hernández, Corte Constitucional.
[image: ]4“Según el artículo 25 de la Constitución, el trabajo en condiciones dignas y


[image: ]5 Sentencia T-026/01, M.P. Jose Gregorio Hernández Galindo, Corte Constitucional.
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consecuencia una vida acorde con la dignidad humana:

[image: ]7“El trabajo, según la Carta, merece protección en todas sus modalidades y es digno, como lo es la persona humana que lo presta, con absoluta independencia del tipo de labor que se adelante, desde la más humilde hasta la de mayor rango. Todo trabajo, por el hecho de prestarse, genera como consecuencia el derecho de quien lo ejecuta a una adecuada y oportuna remuneración, vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, y no susceptible de ser negada o injustificadamente reducida ni indefinidamente aplazada, por causa exclusiva del nivel jerárquico del empleado o de la clase de tarea que se le encomienda, ya sea manual o intelectual, de dirección y confianza o puramente subalterna, de medios o de resultado, permanente o transitoria. Las condiciones dignas y justas de la relación laboral se aplican, por imperativo mandato constitucional, a todas las formas y expresiones del trabajo, y entre ellas, la oportunidad en la cancelación de los salarios y prestaciones desempeña el mismo papel. El artículo 13 de la Constitución, no sólo proscribe toda forma de discriminación por causas tan accidentales e irrelevantes como el tipo de labor que se desempeñe, sino que ordena al Estado, en busca de la igualdad real y efectiva, adoptar medidas en favor de grupos discriminados o marginados y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica -entre otros motivos-, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta, sancionando los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” (Subrayado fuera del texto original)
Parte bien importante de la dignidad y justicia en medio de las cuales el Constituyente exige que se establezcan y permanezcan las relaciones contractuales consiste en la proporcionalidad entre la remuneración que reciba el contratista y la cantidad y calidad de su trabajo. De manera que, dicha
remuneración no puede seguir siendo simplemente
simbólica, arbitraria y discrecional, sino que, debe ser obligatoria para el Estado y
corresponder a los valores certificados anualmente por el DANE, pero además tener la
formación académica del contratista, experiencia, conocimientos y el tiempo que lleva
vinculado contractualmente con la entidad pública.








No resulta entonces admisible congelar en el tiempo los valores de los contratos de prestación de servicios, absteniéndose de hacer aumentos periódicos acordes con la evolución de la inflación, menos todavía si al proceder en esa forma aumenta cada cierto tiempo los salarios de algunos empleos y no los de otros. De manera que se insiste en reconocer una remuneración móvil para el contratista, lo que, en términos de la honorable Corte Constitucional, implica una remuneración que no puede mantenerse estática en el tiempo, sino, aquella que está llamada a evolucionar proporcionalmente, de acuerdo con el aumento del costo de vida en el contexto de una economía inflacionaria.
Sobre este particular, la honorable Corte Constitucional en sentencia de unificación jurisprudencial SU 519-97 señaló:

“En realidad, en una economía inflacionaria, la progresiva pérdida del poder adquisitivo de la moneda causa necesariamente la disminución real en los ingresos de los trabajadores en la medida en que, año por año, permanezcan
[image: ]remuneración, vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo y en


7
Sentencia T-144/99, M.P. Jose Gregorio Hernández Galindo, Corte Constitucional.
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disminución real de la remuneración y, por tanto, un enriquecimiento sin causa de parte del patrono, quien recibe a cambio la misma cantidad y calidad de trabajo, pagando cada vez menos.”

Si bien es cierto que la fijación del valor del contrato de prestación de servicios depende de la voluntad de la entidad contratante, esta no puede continuar estando sujeta a consideraciones caprichosas que desconozcan la especial protección constitucional que merecen los contratistas.

[image: ]“(..) 8en materia salarial, si dos o más trabajadores ejecutan la misma labor, tienen la misma categoría, igual preparación, los mismos horarios e idénticas responsabilidades, deben ser remunerados en la misma forma y cuantía, sin que la predilección o animadversión del patrono hacia uno o varios de ellos pueda interferir el ejercicio del derecho al equilibrio en el salario, garantizado por la Carta Política en relación con la cantidad y calidad de trabajo”
La Honorable Corte Constitucional en el año 2009 por medio de sentencia C-414/09 estableció la regla según la cual, las entidades contratantes podrán acudir a la tipología del contrato de prestación de servicios para la provisión de cargos públicos, pero de manera excepcional para ejecutar funciones ocasionales que no hacen parte del giro ordinario de las labores de la entidad, estableciendo explícitamente la prohibición para la administración pública de celebrar contratos de prestación de servicios para el ejercicio de funciones permanentes, toda vez que, esta práctica resulta lesiva de derechos
	laborales y garantías constitucionales. Dicha prohibición ha sido creada por el máximo

	intérprete de la Carta Magna, como medida de protección a la relación laboral que impide

	el ocultamiento de verdaderas relaciones laborales y la desnaturalización de la

	contratación estatal, no obstante, dichas prácticas ilegales se traducen en políticas

	favorables al mercado que termina perjudicando al extremo más débil de las relaciones

	económicas contractuales que es el contratista quien finalmente es un trabajador.
	


Sin un ingreso adecuado proporcional y ajustado no es posible asumir los gastos más


elementales, como los correspondientes a especialmente en lo relacionado con su

alimentación, educación, vivienda, seguridad social, salud o vestuario, en forma tal que su ausencia atenta en forma grave y directa contra del derecho fundamental a la dignidad humana.
Desconocer el incremento o reajuste del valor del contrato de prestación de servicio en la administración pública atenta de manera flagrante en contra del derecho al mínimo vital, impidiendo que los contratistas accedan plenamente a una digna subsistencia y la de su familia. En esas circunstancias, el reconocimiento del incremento o reajuste del valor del contrato de prestación de servicios contrato de prestación de servicios se convierte en un presupuesto esencial para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales o en una pre-condición imprescindible para el ejercicio efectivo de los derechos y libertades constitucionales. La ausencia de incremento de remuneración del contratista afecta directamente su condición humana la parte su dignidad, su igualdad, su estabilidad emocional y económica, así como la de sus familias. Teniendo en cuenta dichas circunstancias se requiere una remuneración que permita
[image: ]inmodificados sus salarios. Cada período que transcurre sin aumento implica una


8 Sentencia T-018-99, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, Corte Constitucional.
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familias. Por ejemplo, si se remunera adecuadamente y proporcionalmente, se podrán asumir los gastos propios de un contratista, de suerte que pueda tener una remuneración final digna y con ella un ahorro adicional.9 Sentencia C-614/09, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chalbjub, Corte Constitucional.
10 Sentencia T-523/98, M.P. Hernando Herrera Vergara, Corte Constitucional.


Teniendo en cuenta la precariedad de las condiciones para ejecutar el objeto de los contratos de prestación de servicios, se requiere garantizar a los contratistas óptimas condiciones para que puedan continuar ejecutando sus labores que están relacionadas con un servicio público que es de interés general, condiciones que se materializan por medio de aumentos fijos, proporcionales y constantes.
En la historia de la contratación pública de prestación de servicios se ha aplicado de manera abusiva de dicha figura constitucionalmente válidas y se ha venido considerando como normal una práctica ilegal de la norma constitucional, al respecto la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-614/09 señaló:

[image: ]9“A pesar de la prohibición de vincular mediante contratos de prestación de servicios a personas que desempeñan funciones permanentes en la administración pública, en la actualidad se ha implantado como práctica usual en las relaciones laborales con el Estado la reducción de las plantas de personal de las entidades públicas, el aumento de contratos de prestación de servicios para el desempeño de funciones permanentes de la administración y de lo que ahora es un concepto acuñado y públicamente reconocido: la suscripción de “nóminas paralelas” o designación de una gran cantidad de personas que trabajan durante
largos períodos en las entidades públicas en forma directa o mediante las

cooperativas	de	trabajadores,	empresas	de	servicios	temporales	o	los

denominados out soursing”

	Desde el año 1998, la Honorable Corte Constitucional expresó su preocupación respecto

	de la violación de garantías constitucionales a través del ocultamiento de auténticos

	contratos de trabajo con la contratación de prestación de servicios, reconociendo

	derechos de una relación laboral dentro de los contratos de prestación de servicios a

	través del principio de primacía de la realidad sobre las formas y con fundamento en el


principio contenido en el artículo 53 de la Carta Política.

“10Si bien, ambas formas contractuales presentan características, finalidades y objetos diversos y autónomos, cuando el contratista de una prestación de servicios al ejecutar el objeto contractual acordado lo hace en las condiciones propias y esenciales de una relación laboral, se produce una desfiguración en la estructura de las mismas, con consecuencias jurídicas dentro del ordenamiento jurídico, con abuso en las formas jurídicas contractuales, amenazando los derechos y garantías laborales que puedan deducirse de esa relación, así como la vigencia de principios constitucionales. (Subrayado fuera del texto original)

En igual sentido, pero en sentencia C-154/97 la Corte Constitucional reconoció la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el vínculo que la encuadra desde el punto de vista formal, atendiendo al principio de primacía de la realidad sobre las formalidades
[image: ]entre otras, proporcionar un buen nivel de vida a los trabajadores contratistas y a sus
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es convertido en trabajador por parte de la administración:

“El principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral”
La honorable Corte Constitucional en sentencia de constitucionalidad C-171/12 reconoció la protección del derecho al trabajo en todas sus todas sus modalidades:
[image: ]11La jurisprudencia de esta Corte ha protegido en innumerables oportunidades el derecho al trabajo en sus distintas modalidades, reiterando la amplia garantía y el reconocimiento que le ofrece el marco de la Carta Política de 1991. En este sentido, ha reconocido que (i) este derecho implica no solo la defensa de los trabajadores dependientes sino de los independientes; (ii) que es un mecanismo no solo para asegurar el mínimo vital, la calidad de vida digna de los trabajadores, sino que constituye un requisito esencial para la concreción de la libertad, la autonomía personal y el libre desarrollo de la personalidad; (iii) que se dirige a proteger tanto los derechos mínimos e irrenunciables de los trabajadores particulares –arts. 53 y 54 C.P.-, los trabajadores al servicio del Estado –arts.122 a 125 C.P.-, como también a la empresa y al empresario –art.333-; (iv) que la Constitución protege todas las modalidades de empleo lícito; y (v) que la regulación de las distintas modalidades de trabajo y la forma de hacerlos efectivos le corresponde al Legislador, quien goza de un amplio margen para ello, dentro del marco y parámetros fijados por la Constitución Política, de manera que en todo caso debe respetar las garantías mínimas y los derechos irrenunciables de los trabajadores. Al proteger las distintas modalidades de trabajo la jurisprudencia constitucional le ha reconocido una mayor protección constitucional de carácter general al empleo derivado del vínculo laboral tanto con los particulares como con el Estado, protección que se evidencia en numerosas disposiciones superiores, como los artículos 25, 26, 39, 40 num.7, 48 y 49, 53 y 54, 55 y 56, 60, 64, los artículos 122 y 125, y los artículos 215, 334 y 336 de la Carta Política, protección que genera un menor margen de libertad configurativa para el Legislador, en cuanto debe respetar condiciones laborales mínimas, así como la garantía de unas condiciones mínimas del contrato de trabajo con el fin de evitar los posibles abusos de poder y garantizar la efectividad de la dignidad y de la justicia. Así, la jurisprudencia de esta Corte ha entendido que la regulación por parte del Legislador debe en todo caso respetar los derechos mínimos y básicos de los trabajadores, y por tanto “no tiene autonomía para confundir las relaciones de trabajo o para ocultar la realidad de los vínculos laborales. (Subrayado fuera del texto original)
La honorable Corte Constitucional ha reiterado su doctrina a tal punto de estabilizarla, construyendo una línea jurisprudencial pacífica acerca del derecho de los contratistas a recibir protección laboral y en consecuencia percibir una remuneración digna proporcional de acuerdo a la cantidad y calidad del trabajo.







11 Sentencia C-171/12, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, Corte Constitucional.
[image: ]establecidas por sujetos de relaciones laborales en los casos en los cuales el Contratista
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“En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”

El argumento constante para desconocer las garantías laborales de los contratistas por parte de la administración pública ha sido que: “en el marco de las relaciones comerciales y civiles, los contratos de prestación de servicios no generan relación laboral,” por lo cual no se puede darse el trato jurídico de un contrato laboral, siendo improcedente cualquier aumento o reajuste del valor del contrato de prestación de servicios y de los honorarios del contratista. De manera que, la afirmación según la cual “el contrato de prestación de servicios no genera relación laboral” ha sido el comodín de las entidades públicas para vulnerar por décadas los derechos laborales del personal que se vincula por medio de contrato de prestación de servicios.
[image: ]Se ha convertido en una práctica cotidiana que las entidades estatales, proyecten respuestas de acciones de tutelas, derechos de petición y demandas relacionadas con el pago de aumentos en sus honorarios, manifestando que no existiendo una auténtica relación laboral o contrato laboral regulada por el Código Sustantivo del Trabajo no es procedente reconocer y pagar ajuste alguno del contrato de prestación de servicios una vez se ha hecho uso de la prórroga automática.
El contrato de prestación de servicios para la provisión de cargos públicos en es legal, sin embargo, es mal utilizado por muchas entidades estatales que abusan del uso de
	este tipo de contratos, vulnerando de manera sistemática y reiterada multiplicidad de

	derechos laborales de contratistas. Por tales razones, se quiere avanzar en esta iniciativa

	que impida que el Estado de ahora en adelante pueda usar este argumento o pretexto

	para continuar evadiendo sus responsabilidades como empleador y consecuencia

	vulnerando derechos laborales de miles de contratistas.
	



	Los incrementos que han percibido los contratistas durante años, por ejemplo, en el

	sector de la salud, han sido ínfimos, en vista de que dichas decisiones dependen de la

	voluntad política y en algunos casos son discrecionales y arbitrarios. El incremento del


salario mínimo que perciben el personal vinculado por medio contrato de trabajo, si no es definido en la mesa de concertación de políticas laborales y salariales, lo fija el gobierno por Decreto, pero finalmente se da un incremento que permite ajustarse al coste de vida. Sin embargo, los contratistas han quedado en un olvido profundo por parte del Estado y su poder legislativo. De modo que, el desconocimiento de un incremento anual y proporcional del valor de los contratos de prestación de servicios, se ha prolongado en el tiempo acarreando afectación grave al derecho a percibir una remuneración justa y acorde a la Constitución Política.

En consideración a lo expuesto, los argumentos, presupuestales, financieros o de sustentabilidad fiscal no serán suficientes para justificar el incumplimiento salarial o el reconocimiento de un ajuste e incremento del valor del contrato de prestación de servicios.
La lucha contra la abolición de esta forma de provisión de cargos para el Estado no ha tenido resultados, razón por la que se pretende superar las brechas para acceder a una prestación económica justa, razonable y proporcional a la calidad y cantidad del trabajo.
[image: ]De conformidad con el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993:
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ejecutando actividades que realmente les corresponden a los funcionarios de planta y vinculados bajo la misma figura de prestación de servicios sin percibir incremento alguno o en algunos casos, su retribución es desmejorada. Este caso se agrava teniendo en cuenta que algunos profesionales de la salud que deben cubrir su seguridad social, terminan percibiendo un valor insignificante como retribución final para sufragar sus gastos o para costear la manutención de su familia. Detrás de una retribución adecuada no solo existen los sueños de quienes dedican su vida con vocación a la prestación del servicio de salud, sino, todo el proyecto de vida de su familia.
[image: ]El artículo 3º de la Ley 80 de 1993 modificado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007, señala que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, para lo cual se requiere proporcionar condiciones económicas y dignas del contrato de prestación de servicios, para tal efecto se necesita reconocer y pagar un ajuste del valor de contrato de prestación de servicios para lograr la continua y eficiente prestación de los servicios públicos, y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines, es decir, para obtener de la administración pública los mejores resultados posibles.
El Consejo de Estado de manera reiterada ha determinado a través de su jurisprudencia que una entidad pública no puede establecer el pago de prestaciones sociales en un contrato de prestación de servicios porque ello vulneraría flagrantemente el artículo 32 numeral 3 de la ley 80 de 1993, que establece que en ningún caso los contratos de
prestación de servicio generan relación laboral o prestaciones sociales. Ese ha sido el mismo pretexto para desconocer cualquier tipo de incremento que solicite, ya sea por vía administrativa o judicial, como quiera que de acuerdo con la doctrina del Consejo de Estado se estaría incumpliendo una disposición legal e incurriendo en la comisión de una falta gravísima, ya que se presenta un detrimento del erario y, consecuentemente, se compromete el principio de economía consagrado en el artículo 209 de la Constitución Política.

De manera que, el ajuste del valor del contrato además de proteger el interés individual del contratista lo que ampara fundamentalmente es el interés público que se persigue satisfacer con la ejecución del contrato que es la prestación del servicio público.

Se requiere entonces dotar el contrato de prestación de servicios garantías contractuales de índole económico de las cuales carece para que pueda terminar la lucha histórica por la reivindicación del contratista, en particular por el personal de salud, quienes dedican su vida con vocación a la prestación de dicho servicio.
Los trabajadores que se vinculan laboralmente por medio de contrato de trabajo y los contratistas que se vinculan con el Estado por medio de Contrato de Prestación de Servicios, son dos categorías jurídicas diferente, por tanto, el legislador ha dado un trato diferenciado a esta última categoría negando y desconociendo cualquier tipo de incremento so pretexto de que el contrato de prestación de servicios no comporta una relación laboral por lo que no se le puede dar el trato de un trabajador con contrato laboral a un contratista. El trato diferenciado del contrato de prestación de servicios y del contrato laboral con el que se niega el incremento del valor del contrato se encuentra prohibido por la Constitución Política, toda vez que, no es un argumento suficiente avalado por la Carta Magna para desconocer el derecho una remuneración vital, móvil y proporcional a
[image: ]En el sector de la salud, existen contratistas OPS que llevan más de seis (6) años
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[image: ]




la calidad y cantidad del trabajo que se ejecuta en el sector público, es decir, que por encontrarse dichas relaciones jurídicas gobernadas por normas de naturaleza jurídica y por tanto regidos por normas diferentes, esto es, el Código Sustantivo del Trabajo y la Ley 80 de 1993, no es un argumento suficiente avalado por la Carta Magna para desconocer el derecho a un ajuste y aumento en el valor del contrato de prestación de servicios.
La remuneración equitativa, proporcional y satisfactoria es muy relativa para contratistas. Dicha situación expone la evidente necesidad de que muchas entidades modernicen sus plantas de personal, que haya un rediseño institucional de esas plantas; a fin de generar buenos resultados de la administración pública frente a la sociedad.
En conclusión, los trabajadores en Colombia vinculados por contratos administrativos de prestación de servicios, se encuentran desprovistos de cualquier protección jurídica en razón a la supuesta autonomía con la que cuentan para el desarrollo de sus objetos contractuales.
[image: ]Teniendo en cuenta los fracasos de los intentos por proteger los derechos laborales de los contratistas, se torna necesaria la creación de la normatividad que defina los vacíos jurídicos y la ausencia de una normatividad en la cual se defina la realidad de este tipo de contratos.
La actual regulación del contrato de prestación de servicios tal como se encuentra concebida, precariza las condiciones económicas del contrato para ejecutar su objeto, de manera que la única vía para hacer valer las garantías laborales es presentar una
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho cuya pretensión sea el reconocimiento de la figura jurídica de “contrato realidad” dado el inmenso vacío jurídico que existe al respecto, quedando el sin sabor del número de casos que no son demandados por el temor de no volver a ser contratados por entidades estatales. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional y los principios del Derecho Laboral se debe por medio de Ley proteger exactamente a quienes lo necesitan, es decir, a los que trabajan en situación de debilidad económica y social.

En Colombia se requiere diseñar un auténtico marco normativo de protección de

contratistas en materia laboral, teniendo en cuenta que no existe legislación sobre la materia, y solo se ha consagrado una protección especial para el trabajo subordinado (subordinación jurídica), dejando totalmente de lado la subordinación económica, lo cual está muy mal, porque, por esa razón están siendo desprotegidos miles de trabajadores que “en teoría” son autónomos pero tienen una dependencia económica de sus contratos de prestación de servicios, lo cual se traduce en que son económicamente subordinados.

En ese sentido, se justifica expedir el Estatuto del Trabajo como lo indica el artículo 53 de la Constitución Política, que proteja al trabajo en todas sus modalidades, es decir que comprenda protección integral para el contrato de prestación de servicios, que no es otra cosa que una forma de vinculación laboral. Pero además que prohíba y sancione el mal uso del contrato de prestación de servicios por parte de las entidades estatales, para que a través de sanciones contundentes de una vez por todas se pueda avanzar hacia la protección del contratista.


[image: ]14

trabajo” al conjunto de actividades laborales que no se encuentran plenamente amparadas por las garantías y derechos propios de la relación laboral estándar, sea este prestado en el sector público o privado. Estos derechos laborales reconocidos en instrumentos internacionales son derechos humanos que han sido integrados normativamente en la Constitución Política por lo que hacen parte del bloque de constitucionalidad, adquieren rango constitucional y deben ser desarrollados por vía de Ley.

Necesidad de desincentivar el número de demandas en contra de la Nación que pretendan el reconocimiento de “Contrato Realidad”.

[image: ]Frente a la solicitud de información presentada con Radicado No. 202510002931, la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, en adelante la Agencia, ha elaborado de manera rigurosa un cuadro de Excel en donde se relaciona, el número de procesos desfavorables con discriminación por cada entidad, procesos activos con discriminación por cada entidad, el valor pagado de acuerdo con cada condena ejecutoriada. Este análisis incluye las condenas indexadas, y la relación condena pretensión de estos procesos. De acuerdo con la respuesta emitida por la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado en Radicado No. 202510002931 el 2025/03/27 respecto del número de condenas ejecutoriadas existentes en contra de la Nación en procesos contenciosos administrativos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho que pretendan el reconocimiento y declaración de la figura de "contrato
	realidad" discriminados por entidad. Como resultado la Agencia	identificó DOS MIL

	DOSCIENTOS
	SETENTA
	Y
	CUATRO
	(2.274)
	procesos
	finalizados
	con
	estas

	características, con un valor económico del proceso indexado que asciende a

	TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL SETECIENTOS VEINTINUEVE MILLONES

	($364.729.000.000).
	


Respecto  del  número  de  procesos  contenciosos  administrativos  de  Nulidad  y


Restablecimiento del Derecho activos en contra de la Nación cuya pretensión principal

sea la declaratoria de contrato realidad discriminados por cada entidad, la Agencia

identificó: TRES MIL SETECIENTOS SESENTA Y TRES (3.763) procesos activos, con un valor de pretensión indexado que asciende a OCHOCIENTOS TREINTA MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y TRES MILLONES DE PESOS COP ($830.493.000).
Esta información está organizada por entidad, lo que permite identificar en qué entidades existe un mayor volumen de litigios en curso como se puede apreciar en los documentos adjuntos que le sirven de soporte al proyecto.

En cuanto a la solicitud de información sobre el valor que ha pagado y que adeuda el Estado por concepto de condenas impuestas en procesos contenciosos administrativos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de reconocimiento de "contrato realidad", la Agencia identificó que el valor de los pagos corresponde a QUINIENTOS CINCUENTA Y UN (591) procesos de los DOS MIL DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO (2.274)
reportados como terminados con fallos desfavorables por sentencias ejecutoriadas. De acuerdo con la información aportada por la Agencia, se reportan MIL VEINTIOCHO (1028) procesos de diferentes entidades Estatales, sobre los cuales se han efectuado pagos que ascienden a TREINTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS TRESCIENTOS CUATRO MILLONES SEISCIENTOS CUARENTA Y SEIS PESOS ($ 36.008.314.646).
[image: ]La Organización Internacional del Trabajo (OIT) denominó como “formas atípicas de
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2008, número de procesos desfavorables con sentencia ejecutoriada, valor económico del contrato, número de procesos con valor de la condena, condenas indexadas, valores económicos indexados de procesos con condena, el porcentaje de la mediana relación de condena y pretensión y el porcentaje de la relación de condena y pretensiones.
[image: ]

[image: ]Respecto de la solicitud de información presentada ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público con Radicado entrada 1-2025-029647 No. Expediente 15091/2025/OFI sobre los valores que ha pagado y que adeuda el Estado por concepto de condenas impuestas en procesos contenciosos administrativos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de reconocimiento de "contrato realidad", el Ministerio informó:

“De conformidad con el artículo 45 del Decreto 111 de 19961 y el Decreto 4085 de 2011, cada sección presupuestal tiene la información específica sobre las
condenas por este concepto. En lo que respecta a la sección presupuestal del

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con base en la información disponible,


esta entidad no ha realizado pagos ni registra obligaciones pendientes derivadas

de condenas por dicho concepto.”

	“Sin perjuicio de lo anterior, desde el año 2021, este Ministerio ha implementado

	una Política de Prevención del Daño Antijurídico, cuyo objetivo es reducir los

	riesgos asociados a la configuración del contrato realidad en el marco de la

	contratación estatal. En desarrollo de esta política, ha emitido directrices a los


supervisores de contratos y ha llevado a cabo capacitaciones para sensibilizar sobre las prácticas que se deben evitar con el fin de prevenir la configuración de dicha institución jurídica.”

En cuanto a la solicitud de información presentada ante la Agencia, sobre el impacto fiscal en términos de cifras para el Estado como consecuencia de las numerosas condenas en procesos contenciosos administrativos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de reconocimiento de "contrato realidad" se informó: que el valor de los pagos relacionados en el anexo corresponde a SEISCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE (659) procesos de los 2.274 reportados, terminados con fallos desfavorables por sentencias ejecutoriadas.

Existe un número importante de condenas en procesos contenciosos administrativos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, activos y con sentencia ejecutoriada que pretenden el reconocimiento y declaración de la figura de "contrato realidad", lo cual está generado detrimento patrimonial en entidades públicas y en consecuencia del Estado. Por este motivo se requiere una Ley que contribuya a reducir el número de estos
[image: ]La Agencia ha elaborado una tabla en la cual se discrimina el año del proceso desde
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económicos del contrato y en general de prestaciones sociales. De modo que, al percibir una remuneración justa y un incremento proporcional, se van a mejorar las condiciones para prestar el servicio, lo que va a conducir indefectiblemente en desincentivar las demandas ante la jurisdicción contenciosa por estas causas. Teniendo en cuenta las anteriores razones, se torna urgente avanzar en la presente iniciativa para frenar abusos por parte de la administración.

Prohibición de permitir la ejecución de labores de quien todavía no es servidor público.
[image: ]La honorable Corte Constitucional, en sentencia T-026-01, manifestó que le asiste responsabilidad a la administración por permitir inicio de labores de quien todavía no es servidor público, reconociendo el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, indicando que, el hecho de que el trabajador inicie labores dispara la obligación de pago de salarios.

“Existe una clara responsabilidad, en cabeza de la administración, por permitir o propiciar que las labores de quien todavía no es servidor público principien a ejecutarse de manera anticipada, más todavía si para el pago respectivo no hay partida presupuestal a la que pueda darse ese destino. Pero, claro está, ninguna de las circunstancias descritas puede llevar a la consecuencia de que el derecho del trabajador al pago de su salario y prestaciones, por el tiempo en que no había tomado posesión del cargo, quede burlado. El trabajador no es el responsable de
	que se hubiera aprovechado sus servicios antes de los trámites legales, ni puede

	ser quien asuma las consecuencias de la imprevisión, la falta de cuidado, la

	demora o la mala fe de la administración. La orden de trabajo, verbal o escrita,

	compromete a la entidad y genera derechos a favor del trabajador. El solo hecho

	de que éste inicie sus labores obliga al pago, independientemente de la

	responsabilidad de quien lo haya vinculado irregularmente.” ( Subrayado fuera del


texto original)
Cuando se mantiene la perpetuidad en la contratación de servicios, como en estos

casos, siempre se mantiene la expectativa de si se va a prorrogar o no el contrato, siempre con incertidumbre, trabajando muchos períodos sin retribución alguna. De alguna manera estas personas corren con suerte y permanecen en sus actividades, en otros casos, personas duran períodos variables cuando hay cambios de gobierno a nivel nacional o territorial sin que sea prorrogado su contrato en razón a que las nuevas administraciones deben cumplir sus cuotas de cargos con contratos para quienes apoyaron su campaña.

Violación del derecho al mínimo vital por el no pago de Honorarios derivados del Contrato de Prestación de Servicios.

El hecho de no remunerar la ejecución del objeto contrato de prestación de servicios, sin tener relación contractual vigente constituye una violación flagrante al derecho fundamental al mínimo vital del contratista y al de su familia de conformidad con la Constitución Política y la abundante jurisprudencia constitucional.
La honorable Corte Constitucional ha establecido que puede presumirse la afectación al mínimo vital, si el incumplimiento de honorarios es prolongado o indefinido:
[image: ]procesos que son motivados por la precaria remuneración, por la ausencia de ajustes
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por más de dos meses, con excepción de aquella remuneración equivalente a un salario mínimo. Los argumentos económicos, presupuestales o financieros no justifican el incumplimiento salarial. Aún cuando se comprueben las anteriores hipótesis, no se entiende afectado el mínimo vital, cuando se demuestra que la persona posee otros ingresos o recursos con los cuales puede atender sus necesidades primarias vitales y las de su familia.12 Sentencia T- 651/08, M.P., Clara Inés Vargas Fernández, Corte Constitucional
13 Sentencia T- 651/08, M.P., Clara Inés Vargas Fernández, Corte Constitucional


Respecto del contenido y alcance del derecho al mínimo vital en el caso de la omisión de pago de honorarios derivados de un contrato de prestación de servicios, la honorable Corte Constitucional señaló:

[image: ]13“Compuesto por aquellos requerimientos básicos indispensables para asegurar la digna subsistencia de la persona y de su familia, especialmente en lo relacionado con su alimentación, vestido, educación, vivienda y seguridad social” Presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales “Se constituye en una pre-condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona”
Conmutación de contratos civiles.

Respecto del contrato conmutativo, el artículo 1498 del Código Civil establece que:

“El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga adar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe

dar o hacer a su vez”

	El contrato de prestación de servicios a pesar de estar regulado en la Ley 80 de 1993,

	tiene origen en el Código Civil, norma que prevé que en todo contrato debe estar

	caracterizado  por  la  Conmutación,  que  implica  que  dichas  convenciones  sean

	equilibradas y justas, o en este caso, encontrar las condiciones económicas adecuadas


para ambas partes y llevar a cabo la prestación del servicio. Si bien es cierto, que los en

el marco de las relaciones comerciales y civiles, los contratos de prestación de servicios no generan relación laboral, por lo que obedecen a una naturaleza jurídica diferente al encontrarse gobernadas por disciplinas jurídicas diferentes, no obstante, el Código Civil prevé que en todo contrato debe estar caracterizado por la Conmutación. Tales argumentos justifican que se de aplicación una fórmula proporcional para aumentar la retribución de contratistas, en ese sentido, se requiere superar las brechas existentes entre relación laboral y la vinculación comercial o civil por medio de contrato de prestación de servicios.

Los precios de los contratos estatales se pueden ajustar por causa de la inflación.

De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Ley 80 de 1993, cuando las Entidades públicas contraten bienes y servicios por medio del contrato Estatal, se puede dar un ajuste de los precios del contrato Estatal, siempre que configure una ruptura del equilibrio económico del contrato, la Ley 80 de 1993 prevé un reajuste de los precios y
[image: ]“12Se entiende por incumplimiento prolongado o indefinido, aquel que se extiende
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se justifica implementar un marco normativo que prevea la necesidad de igual modo, de ajustar el valor económico del contrato de prestación de servicios en su integridad. Esta manera de enmendar la ruptura del equilibrio económico es una forma en la que el Estado puede garantizar la conmutación del contrato, así como puede hacerlo con el contrato de prestación de servicios.


4. Impacto Fiscal

Teniendo en cuenta el incremento en el contrato de prestación de servicios, para este fin se sugiere reducir la burocracia para amortizar el incremento anual en los valores del contrato de prestación de servicios.
[image: ]De acuerdo con las interpretaciones de la Honorable Corte Constitucional, el análisis del impacto fiscal de las normas, en el cuerpo del proyecto de ley, no es requisito sine qua non para su trámite legislativo, ni debe ser una barrera para que el congreso ejerza sus funciones, ni crea un poder de veto legislativo en cabeza del ministro de Hacienda; es más, hacer el análisis del impacto fiscal no recae únicamente en el legislador, sobre este particular, la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-866-10, señaló:
“(...)el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7º de la ley 819 de 2003 corresponde al congreso, pero principalmente al ministro de hacienda y crédito público, en tanto que “es el que cuenta con los datos, los equipos de funcionarios y la experticia en materia económica. Por lo tanto, en el caso de que los
congresistas tramiten un proyecto incorporando estimativos erróneos sobre el impacto fiscal, sobre la manera de atender esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad del proyecto con el marco fiscal de mediano plazo, le corresponde al ministro de hacienda intervenir en el proceso legislativo para ilustrar al congreso acerca de las consecuencias económicas del proyecto”

que en cualquier momento del trámite legislativo, el Ministro de Hacienda y crédito
La Corte Constitucional como máximo intérprete de la Constitución Política ha señalado

público podrá ilustrarle a este congreso las consecuencias económicas del presente proyecto de ley, ya sea de manera oficiosa o a petición; toda vez que, de acuerdo con el proceso de racionalidad legislativa, la carga principal del análisis de impacto fiscal reposa en esta cartera por contar con los datos, los equipos de funcionarios y la experticia en materia económica; esto sin desconocer que el trámite del proyecto no se viciara si no se llegase a contar con tal pronunciamiento por parte del Ministerio de Hacienda.
5. Conflicto de Intereses

Teniendo en cuenta lo normado en el artículo 182 de la Constitución Política, articulo 3 de la Ley 2003 de 2019 y articulo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019 que regulan los conflictos de intereses del Congresista en el tramite legislativo, manifiesto que en la discusión y aprobación del proyecto no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un eventual conflicto de intereses, en razón a que el presente proyecto reconoce beneficios para todos los contratistas en Colombia, es decir, se trata de beneficios de carácter general. En ese sentido y con relación al presente proyecto de Ley, en condición de Congresista manifiesto que no me encuentro inmerso en algún conflicto de interés, en razón a que el presente proyecto de Ley es de carácter general.
[image: ]las tarifas que pueden variar en la vigencia y en la ejecución del contrato, por tal motivo,
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PROYECTO DE LEY CÁMARA POR MEDIO DEL CUAL SE AJUSTA EL VALOR DE LOS CONTRATOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS, SE MODIFICA LA LEY 8O DE 1993 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.

Artículo 1. Objeto. Dignificar el empleo público y la remuneración del contratista persona natural a través de un incremento anual y proporcional del valor del contrato de prestación de servicios profesionales conforme a la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el DANE reajustado anualmente, que le permita acceder a una remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, y en consecuencia garantice el derecho a una vida digna.

[image: ]Artículo 2. Incremento del valor del contrato de prestación de servicios de personas naturales. La respectiva entidad contratante a través de la oficina de contratación o planeación, deberá garantizar el reajuste periódico y proporcional del valor del contrato, una vez se haya hecho uso de la prórroga automática del mismo.

Parágrafo 1. Los contratos se ajustarán en términos económicos, siempre que hayan sido prorrogados, conforme al artículo 3° de la presente Ley, de suerte que el contratista logre percibir una remuneración ajustada al costo de vida, a los valores actuales certificados por el DANE cada año y al contexto de una economía inflacionaria.
Artículo 3. Procedimiento para el reajuste anual y proporcional del valor de los


contratos de prestación de servicios.


	1. Una vez se han prestado los servicios de manera continua o discontinua por

	
	más de un año (1) por parte del contratista de prestación de servicios para la

	
	misma entidad y se ha prorrogado el contrato por el término inicialmente

	
	pactado, se causará el incremento de qué tratan los artículos N° 1 y °2 de la


presente Ley.

2. Para tal efecto, la entidad contratante encargada del incremento, deberá adoptar la tabla de honorarios como un referente para determinar el valor del reajuste económico del contrato de prestación de servicios, que deberá ser actualizada cada vigencia de conformidad con el incremento porcentual del IPC total certificado por el DANE el año inmediatamente anterior, más dos puntos porcentuales.

3. Para calcular y determinar el monto del incremento del contrato de prestación de servicios, cada entidad pública deberá expedir una tabla en la cual se determinen los ingresos percibidos mensualmente por los servidores públicos de planta con respecto a los contratistas.

4. La entidad contratante encargada de efectuar el incremento, tendrá en cuenta los valores percibidos en el contrato anterior a la prórroga y la variación porcentual certificados por el DANE anualmente.
[image: ]6. Articulado
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servicios para el apoyo a la gestión, garantizarán los recursos para hacer efectivo el incremento en los términos de los artículos N°1 y 2, para lo cual, la oficina con funciones de planeación o contratación de la respectiva entidad deberán realizar la proyección económica del respectivo contrato, teniendo en cuenta las vigencias futuras que comprometen el presupuesto de la entidad.
Parágrafo 1. Para definir el monto del valor del incremento del contrato de prestación de servicios de que trata el numeral 3° del presente artículo, los contratistas de prestación de servicios se tendrán en cuenta los incrementos a que tienen derecho el personal de planta o que tiene derechos de carrera administrativa.
[image: ]Parágrafo 2. El Gobierno Nacional a través de Colombia Compra Eficiente regulará el incremento anual del valor de los contratos de prestación de servicios con plena observancia de la tabla de honorarios de los contratistas de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión en el sector público de que trata el parágrafo anterior.
Parágrafo 3. Para determinar el monto del incremento, se tendrán en cuenta los ajustes a que tienen derecho los trabajadores vinculados por medio de contrato laboral y se tendrá como referencia el valor anual de dicha contratación.

	Artículo 4. Prohibición de la Entidad Contratante de desmejorar las condiciones

	económicas del contrato de prestación de servicios. El contrato de prestación de

	servicios no podrá ser modificado en cuanto a su contenido económico, de manera que,

	en ningún caso, se podrá modificar su valor en desmedro de los derechos laborales del


contratista.
Parágrafo 1. Una vez se haya materializado el respectivo ajuste económico del


contrato, su valor se mantendrá estático en el tiempo, sin que pueda en el futuro

alterarse los reajustes ya reconocidos y causados.

Parágrafo 2. El contratante de los servicios, en ningún caso podrá disminuir el valor de los honorarios o del contrato en su integridad que se ha pactado, cuando éste se haya prorrogado por el término inicialmente pactado.

Parágrafo 3. El mal uso del contrato de prestación de servicios por parte de las entidades estatales que constituya violación de derechos laborales de los contratistas constituye multa de 1 a 10 SMLMV y falta disciplinaria grave para el funcionario encargado de la planeación y contratación de la entidad contratante de conformidad con lo normado en los artículos 67 y 80 de la Ley 1952 de 2019.

Artículo 5. Irrenunciabilidad al incremento del valor del contrato de prestación de servicios. En ningún caso el contratista podrá renunciar, transar, negociar o conciliar el derecho de percibir un reajuste del valor del contrato de prestación de servicios.

Parágrafo. El servidor público que realice la anterior conducta, incurrirá en falta disciplinaria grave y multa de 1 a 10 SMLMV de conformidad con lo normado en los artículos N° 67 y 80 de la Ley 1952 de 2019.
[image: ]5. El Estado a través de las entidades y corporaciones públicas que contraten los
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contractual vigente. Le asiste responsabilidad a la administración por permitir o propiciar que las labores de quien todavía no es contratista inicien a ejecutarse de manera anticipada.

Parágrafo 1. La entidad contratante deberá reconocer y pagar los honorarios de meses trabajados por el tiempo que en que no ha tomado posesión del cargo, pero se han prestado los servicios sin remuneración, generando la expectativa de renovarse el contrato.

Parágrafo 2. Una vez se han ejecutado actividades propias del objeto del contrato de prestación de servicio en los meses de enero, febrero y marzo, sin que se haya hecho uso de la prórroga automática, se deberán remunerar dichos meses de conformidad con valores pagados anteriormente cuando la relación contractual se encontraba vigente.

[image: ]Parágrafo 3. El hecho de que una persona inicie a ejecutar labores, obliga al pago de honorarios, independientemente de la responsabilidad de quien lo haya vinculado irregularmente. La parte contratante en cumplimiento del presente artículo, reconocerá y pagará los respectivos honorarios de los meses en los cuales se ha prestado los servicios sin haber sido contratado.
Artículo 7. Prohibición de permitir la ejecución de labores de quien todavía no ostenta la calidad de contratista. El servidor público que incurra en la práctica de
constreñir a una persona de manera ilegal a desarrollar la actividad sin remuneración,

incurrirá en falta disciplinaria grave y multa de 1 a 10 SMMLV conforme lo dispuesto en


los artículos N° 67 y 80 de la Ley 1952 de 2019.

Artículo 8. Duración del contrato de prestación de servicios y reajuste económico. La duración del contrato debe estar limitada por el tiempo estrictamente necesario para ejecutar su objeto y en ningún caso para el cumplimiento de actividades o funciones permanentes de las entidades públicas. Cuando se presente la permanencia a través de prórrogas indefinidas del contrato se deberá garantizar el incremento de qué trata el artículo N 2° de la presente Ley.
Parágrafo. La respectiva entidad pública no podrá contratar los servicios de personas naturales por un termino inferior a un año a efectos de no atentar contra la estabilidad económica del contratista.
Artículo 9. Transitoriedad. Las entidades públicas tendrán un término no superior a seis
(6) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para modificar su manual de contratación a efectos de adaptarlo a las disposiciones consagradas en la presente Ley.
Parágrafo. Ninguna de las disposiciones contenidas en la presente ley modifica la naturaleza del contrato de prestación de servicios en el sector público ni darán el carácter de contrato laboral.
Artículo 10. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y todas las disposiciones que le sean contrarias.
[image: ]Artículo 6. Remuneración obligatoria para el contratista cuando no exista relación
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